
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Radicación Nro. :
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Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo solicitado

Accionante:
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado:
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:   
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / INEXISTENCIA DE LA SITUACIÓN ARGÜIDA / RECHAZO DE ACCIÓN POPULAR - NO SE INTERPUSIERON LOS RECURSOS / NIEGA. “[E]s claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado negó el recurso de apelación que pretende sea reconocido por esta vía, situación que no corresponde a la realidad. En efecto, lo que enseñan las copias enviadas (f. 18 al 23), es que una vez promovida la demanda, con auto del 1 de diciembre de 2016, se inadmitió por el incumplimiento de 3 requisitos puestos de presente en ese proveído (f. 19 y 20); esa decisión dejó inconforme al actor popular que la recurrió en reposición y en subsidio de apelación; el juzgado, con auto del 17 de julio siguiente, se mantuvo en su posición e indicó que notificada esa decisión, correría el término para corregir; como no se allegó escrito para subsanar la demanda, fue rechazada con auto del día 6 de febrero de 2017, notificada por estado el día 7 siguiente y con ejecutoria hasta el día 10 de febrero, sin que se advierta que frente a este último proveído, a la fecha de promoción de la acción de tutela (febrero 9) se hubiesen elevado sendos recursos de reposición y apelación como se afirma en el libelo. De donde surge, entonces, que los hechos plasmados en la presente acción de tutela, de los que, se repite, se hace derivar la trasgresión alegada, no tienen similitud con lo que realmente ocurrió en la acción popular. En conclusión, como la queja obedece a una situación que no ha ocurrido, según viene de precisarse, se negará la solicitud invocada.”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
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Acta N° 89 de febrero 23 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus derechos “a las garantías procesales”. 

Expuso que presentó acción popular que quedó registrada en el despacho judicial accionado con el número de radicación “2016-652”, en la que se le exigieron requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y por ello fue inadmitida; presentó reposición y en subsidio apelación frente al auto que la rechazó, pero no se repuso y se negó la alzada, cuando se trata de una actuación de doble instancia; que se ampara en providencia del magistrado ponente  en el que admitió la alzada, así como en providencia de la Sala Plena del Consejo de Estado sobre el mismo tema; que el auto de rechazo sí es susceptible de alzada por cuanto la acción popular tiene dos grados de decisión y de instancias.

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ordene inmediata/ al TUTELADO que conceda mi apelación frente al auto que rechaza mi decisión popular al ser de doble instancia. Se exija que el tutelado aporte la sentencia de la Sala Plena del C de Estado q cito como prueba” –sic-.
Pidió como medida provisional, se detenga el trámite de la acción popular hasta tanto se falle esta acción constitucional.
Se dispuso el trámite acumulado, con la vinculación del agente del Ministerio Público y de la Defensoría del Pueblo; a la vez, se negó la medida provisional invocada.

La Procuradora Regional Risaralda, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos. 

El Juzgado remitió vía correo electrónico copias escaneadas de las piezas procesales relacionadas con el asunto.

CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de la protección de los derechos fundamentales “a las garantías procesales”, bajo la premisa de que el Juzgado, con aparente desconocimiento de lo que ya han decidido esta Sala y el Consejo de Estado, no concede el recurso de apelación frente al auto que rechazó la acción popular atrás referida.
  



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado negó el recurso de apelación que pretende sea reconocido por esta vía, situación que no corresponde a la realidad.

 



En efecto, lo que enseñan las copias enviadas (f. 18 al 23), es que una vez promovida la demanda, con auto del 1 de diciembre de 2016, se inadmitió por el incumplimiento de 3 requisitos puestos de presente en ese proveído (f. 19 y 20); esa decisión dejó inconforme al actor popular que la recurrió en reposición y en subsidio de apelación; el juzgado, con auto del 17 de julio siguiente, se mantuvo en su posición e indicó que notificada esa decisión, correría el término para corregir; como no se allegó escrito para subsanar la demanda, fue rechazada con auto del día 6 de febrero de 2017, notificada por estado el día 7 siguiente y con ejecutoria hasta el día 10 de febrero, sin que se advierta que frente a este último proveído, a la fecha de promoción de la acción de tutela (febrero 9) se hubiesen elevado sendos recursos de reposición y apelación como se afirma en el libelo.
 



De donde surge, entonces, que los hechos plasmados en la presente acción de tutela, de los que, se repite, se hace derivar la trasgresión alegada, no tienen similitud con lo que realmente ocurrió en la acción popular. En conclusión, como la queja obedece a una situación que no ha ocurrido, según viene de precisarse, se negará la solicitud invocada.
  



Por infundada, igual suerte corre la pretensión de que se ordene arrimar copia de una providencia judicial.




Se absolverá a los demás involucrados, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo reclamado por Javier Elías Arias Idárraga frente al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad.





Se absuelve a los demás vinculados al asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA
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